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    PRÓLOGO


    Con este libro Ariel Ávila cierra su época de investigador social y abre su etapa de líder político. Son actividades muy distintas, aunque todo lo acumulado como académico le servirá para su labor de parlamentario. Acerca de las diferencias entre estos dos oficios, André Malraux —intelectual y político francés— decía algo así: el político tiene una idea para vendérsela a mucha gente, en cambio el intelectual tiene muchas ideas para vendérselas a poca gente. La política se mueve en blancos o negros, es banderiza, afirmativa, implacable, mientras que en la labor académica las preguntas, las dudas, los grises, son esenciales.


    Ariel trabajó a lo largo de catorce años conmigo en investigaciones tan apasionantes como arriesgadas, ligadas al conflicto armado, a la presencia de las mafias en la política, al narcotráfico, a la protesta social, a la realidad de las fronteras colombianas; en fin, la mayoría de los conflictos que atraviesan la sociedad colombiana. Lo hizo con rigor, dedicación y audacia, siempre pensando en transformar la democracia, en cambiar las injustas relaciones sociales, en buscar una mejor vida para la gente del país. Estoy seguro de que con estos mismos ideales se desempeñará en el escenario político.


    Se ocupa en este libro de pasar revista a las violencias después del acuerdo de paz, específicamente de lo que ocurrió en el gobierno de Iván Duque. Es un balance crítico, pero, como siempre, muy documentado. Tiene razón el autor en sus preocupaciones: en el gobierno que concluyó labores el 7 de agosto de 2022 mostró las orejas una nueva ola de violencias. Menor a la violencia que vivimos en los primeros cinco años del siglo y menor también a la que sufrimos entre 2008 y 2012, pero, en todo caso, muy dolorosa y triste.


    El primer mandato de Álvaro Uribe Vélez empezó en medio de un gran incendio. Los homicidios, los secuestros, las masacres, el desplazamiento forzado y el narcotráfico estaban en auge. Uribe, combinando una ofensiva contra las guerrillas y una negociación con los paramilitares, redujo todos los indicadores de violencia. De eso ya nadie tiene duda. Ocurrió, eso sí, que el costo en derechos humanos fue enorme. De esa época es también el ascenso vertiginoso de las ejecuciones extrajudiciales (mal llamadas falsos positivos), que llegó a la pavorosa cifra de 6.402 víctimas. Ahora, esos hechos macabros tienen en graves líos políticos y judiciales tanto a Uribe como a funcionarios de su gobierno y a decenas de militares y policías.


    El segundo mandato de Uribe fue menos exitoso en materia de seguridad, pues en 2008 empezaron a crecer de nuevo las violencias hasta 2012, cuando empezó el proceso de negociación con las FARC. En ese momento se produjo un alentador corte y las violencias empezaron a disminuir. El narcotráfico fue el único factor que se mantuvo en niveles bastante altos.


    Para que los lectores tengan una noción de los cambios profundos que ocurrieron en en el país con motivo de las negociaciones entre las FARC y el Gobierno nacional, hagamos una comparación entre los tiempos del gran incendio y los del proceso de paz. A finales del siglo pasado y principios de este hubo años de 3.000 secuestros, 600.000 desplazados y 16.000 homicidios. Inmediatamente después de la firma del acuerdo de paz teníamos cerca de 100 secuestros, 70.000 desplazados y 12.000 homicidios por año, solo para citar algunas cifras, sin abundar en ejemplos de las victorias tempranas de la paz.


    Pero el incendio no se apagó del todo. Quedaron unos leños prendidos: el ELN, las disidencias de las FARC, el Clan del Golfo y demás estructuras del crimen organizado, las graves tensiones con el Gobierno de Venezuela y algunas zonas del país donde persistía una disputa violenta. Duque y su gobierno tenían la obligación moral y política de echarle agua a esos leños prendidos para apagar definitivamente el gran incendio, pero hicieron todo lo contrario: le echaron gasolina.


    Este libro muestra con cifras y análisis que el gobierno de Duque significó una grave interferencia en el proceso de paz y reconciliación del país. Decidieron que el triunfo del “no” en el plebiscito y la victoria electoral del uribismo en el 2018 los autorizaba para implementar solo parcialmente el acuerdo de paz suscrito con las FARC y para no buscar un acuerdo con el ELN ni un sometimiento a la justicia del crimen organizado. Las consecuencias saltan a la vista: estamos ante el resurgir de algunas violencias y ante el temor de que el incendio tome otra vez una gran fuerza.


    Pecaríamos de pesimistas si dijéramos que todo está perdido. La paz conquistada no fue borrada, por eso es lícito utilizar la palabra interferencia en el proceso, es decir, tropiezo, pausa. Un nuevo gobierno puede y debe retomar la aplicación integral del acuerdo de paz.


    Ahora bien, la interferencia en el proceso de reconciliación no se ha hecho impunemente, pues la sociedad colombiana castigó al gobierno de Duque, su impopularidad fue enorme, tanto que arrastró al otrora rey de las encuestas, el expresidente Uribe, que ahora se lamenta de la ingratitud del país que lo está dejando solo. Están probando con amargura que la gloria es efímera.


    Este libro es una potente voz de alerta. De sus entresijos se pueden sacar conclusiones interesantes para encarar el futuro: 1) Es preciso cumplir a cabalidad lo acordado con las FARC. 2) Es necesario sellar un acuerdo de paz con el ELN. 3) Es urgente una estrategia contra el crimen organizado que combine un plan de persecusión a estas estructuras con un plan de sometimiento a la justicia. 4) Es posible y necesario iniciar diálogos humanitarios y acuerdos locales en las zonas donde persisten las graves disputas violentas. 5) Es urgente plantear en serio una discusión internacional de legalización de las drogas alucinógenas y psicoactivas y ensayar una estrategia distinta a la guerra contra las drogas que ha dominado la política colombiana a lo largo de 40 años. 6) Es prioritario normalizar las relaciones con Venezuela y establecer un plan conjunto para atender la larga frontera entre los dos países.


     


    LEÓN VALENCIA

  


  
    INTRODUCCIÓN


    Un posconflicto, en sentido estricto, es un periodo, una transición a la cual se parte desde un punto A y de ahí se puede seguir a un punto B, C o D; es decir, el desarrollo de esa transición no tiene un camino lineal. No es un escenario evolutivo; de hecho, en muchos casos el escenario luego de la guerra o la transición política puede ser peor que el inicial. Un buen ejemplo de esto se dio en la Primavera Árabe, particularmente en Egipto. Allí se derrocó la dictadura de Mubarak, vino un periodo de cierta democracia con Mursi y luego un golpe de Estado de los militares. Para algunos analistas, la dictadura actual es peor que la de Mubarak:


    En Egipto, en cambio, el Ejército provocó un viraje radical en el panorama político con su golpe de Estado en 2013, y desde entonces, la evolución de los dos países norteafricanos ha trazado sendas diametralmente opuestas. Los observadores independientes coinciden en describir el régimen liderado por el mariscal Abdelfatá al Sisi como todavía más brutal y autoritario que el de Mubarak. No en vano, se calcula que en los últimos cuatro años hasta 60.000 personas han sido arrestadas por razones políticas o por hacer uso de sus libertades individuales, y la tortura es moneda corriente en los calabozos. En el Egipto actual, apenas hay espacio para cualquier tipo de disidencia. En el ámbito económico, la situación tampoco es mejor. A causa del aumento del terrorismo y la inestabilidad política, se desplomaron las inversiones extranjeras y las llegadas de turistas, lo que llevó al Gobierno a tomar una medida drástica: la flotación de la libra egipcia respecto al dólar. En cuestión de días, la moneda del país perdió la mitad de su valor, disparando la inflación alrededor del 30%, y empobreciendo a la atribulada clase media. Así pues, pocos celebran ya el aniversario de aquel 25 de enero que lo empezó a cambiar todo. (Sanz, 2017, párr. 5)


    De hecho, entre los países de la Primavera Árabe solo Túnez ha tomado un camino más democrático y menos represor:


    Durante los primeros compases de la ‘primavera árabe’, Túnez y Egipto se desarrollaron como almas gemelas. Sus ciudadanos derrocaron a través de una revuelta pacífica a sus respectivos tiranos, el egipcio Hosni Mubarak y el tunecino Ben Alí, poniendo en marcha sendos procesos de transición a la democracia que llevaron al poder a los islamistas en un primer momento. Túnez es percibido por la comunidad internacional como el único caso de éxito de las revueltas árabes. Las tensiones entre fuerzas islamistas y anti-islamistas de 2013 no desembocaron en una confrontación civil gracias al papel de mediador de la sociedad civil, que en 2015 obtuvo por ello el Nobel de la Paz. De las elecciones del año siguiente surgió un gran Gobierno de coalición entre antiguos adversarios que ha servido para apaciguar los ánimos. (Sanz, 2017, párr. 3)


    Esto significa que los escenarios de transición pueden ser bastante variados. No necesariamente significan una mejoría. Igualmente, los teóricos de las transiciones —principalmente las de la guerra a la paz— manifiestan que ese periodo se puede dividir en dos grandes fases. Por un lado, la de estabilización, un lapso que se calcula entre tres y cuatro años. Este se cuenta a partir de la firma de los acuerdos de paz. En este caso, la estabilización se entiende como el periodo clave para reducir indicadores de seguridad y evitar un rebrote de la violencia. Ello significa que lo clave durante los primeros tres años del acuerdo de paz es mantener controlada la seguridad. Al segundo periodo se le denomina la consolidación. En este caso sí se refiere a las transformaciones profundas de la sociedad, a los cambios estructurales que deberían darse para garantizar una transición pacífica y la construcción de paz.


    Más aún, el periodo de la estabilización, los primeros tres o cuatro años, algunos lo dividen, a su vez, en dos etapas. A la primera la denominan victorias tempranas, tiempo que va desde la firma de los acuerdos y los doce meses siguientes a dicha firma. Es lo que se conoce como el plan de choque, el cual se basa en una serie de acciones institucionales que permiten crear confianza en la población, ganar legitimidad al Estado en diferentes territorios e impedir el desarrollo de factores que promuevan una nueva ola de violencia. A ese plan de choque se le ha denominado por parte de la Fundación Paz y Reconciliación victorias tempranas para la paz. No se trata de las transformaciones estructurales a mediano y largo plazo, pero sí de la creación de condiciones que las prefiguren y que contribuyan a la indispensable construcción de un clima de confianza nacional e internacional sobre el proceso. En otras palabras, es una acción comunicativa en la que, aún no habiéndose desarrollado las transformaciones estructurales de fondo, la población percibe que algo ha cambiado y, de esta manera, construye esa expectativa favorable que acrecienta la legitimidad del proceso (Valencia & Ávila, 2016).


    Los otros dos años de esa estabilización se concentran en los servicios de seguridad y justicia. De lo que se trata es de consolidar la reducción de indicadores de seguridad y evitar que, pasado un tiempo, se disparen. Nótese en este punto que lo más importante es la seguridad; por ende, el debate se refiere no solo a los indicadores, sino también al modelo de seguridad y las estrategias territoriales.


    Es importante recordar cómo Charles Tilly muestra una serie de principios en los que se basa la democratización, y tal vez uno de los más importantes es el que expone como el paso del abandono de la coerción como mecanismo de relacionamiento entre el Gobierno y un grupo de ciudadanos (redes de confianza excluidas) a la construcción de confianza y redes de apoyo públicas. Además, añade que para construir estas redes de confianza se debe caminar hacia: 1) la disolución de las redes de confianza segregadas; 2) la integración de redes de confianza antes segregadas; y 3) la creación de nuevas redes de confianza políticamente conectadas (Tilly, 2010). Hay cosas que deben ser más rápidas que otras (Valencia & Ávila, 2016); de hecho, una buena cantidad de expertos coincide en que el periodo de la estabilización determinará el éxito del posconflicto. En la medida en que los fenómenos de violencia y criminalidad no se controlen, y aun haciendo los cambios estructurales profundos, es posible prever un fracaso del posconflicto.


    Lo que se entiende por posconflicto puede ser analizado, en realidad, desde una serie de escenarios, y estos escenarios dependerán al menos de tres cosas: por un lado, del apoyo popular a los acuerdos y a la aplicación de estos —incluyendo los temas de justicia transicional—. En segundo lugar, del tipo de alianza que se establezca entre las élites nacionales y las regionales con respecto a la paz. Para O’Donell et al. (1986), es fundamental el papel de las élites dentro de la viabilidad de los acuerdos de paz y el futuro del posconflicto; incluso, para muchos autores es trascendental el papel de determinados grupos sociales (Skocpol, 1984). Por último, igualmente importantes son el papel de la comunidad internacional y el apoyo que le den a lo acordado (Valencia & Ávila, 2016).


    En todo caso, hay otros tres factores endógenos a la confrontación armada, que determinarán sustancialmente lo complejo del posconflicto. En primer lugar, la existencia o no y el tamaño de la economía de guerra. Generalmente, luego de una década de confrontación armada, los conflictos armados tienden a crear una economía propia que les permita reproducirse más allá de los actores armados que la crearon. En una buena cantidad de conflictos armados había financiadores externos, pero hubo conflictos que crearon una potente economía de guerra. Por ejemplo, Irlanda del Norte no estaba llena de cultivos de hoja de coca y minería ilegal cuando se hizo el proceso de paz, pero Colombia sí lo estaba. La existencia de economías de guerra y el tamaño de esta provocarían disputas criminales para el control de ese botín una vez dado un acuerdo de paz. Lo interesante aquí es qué tantos actores de la guerra participan en dicho proceso de paz.


    Un segundo factor endógeno a la confrontación armada es la cantidad de grupos que participan en el acuerdo y la existencia de otro tipo de organizaciones criminales. En países donde se pacta con un único grupo, las posibilidades de la construcción de paz son más altas, caso diferente del de zonas donde se pacta con un actor y quedan otro u otros por fuera. Esa paz a medias determinará sustancialmente qué actores tienen la capacidad para copar los espacios dejados por el grupo armado que firmó en zonas de economías de guerra.


    Por ejemplo, en Colombia, los acuerdos de paz casi siempre han sido parciales: en los años noventa del siglo XX, a pesar de todos los acuerdos que se produjeron con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) y el Ejército de Liberación Nacional (ELN), quedaron por fuera una serie de grupos paramilitares. En este último caso, solo los de Ariel Otero negociaron:


    Durante los años 90 y 91, varios movimientos insurgentes suscribieron acuerdos de paz con el Gobierno colombiano: M-19, Partido Revolucionario de los Trabajadores, Movimiento Armado Quintín Lame. En marzo de 1991, el Ejército Popular de Liberación, EPL, firmó acuerdos que llevaron a la desmovilización de 2.000 guerrilleros. Esta decisión la tomamos conscientes de los cambios que en el país y en el mundo se estaban operando; sin renunciar a los ideales de justicia social y democracia; después de una profunda discusión interna dirimida democráticamente, hecha de cara al país. Tales acuerdos de desmovilización fueron rubricados, en representación de la Internacional Socialista, por el doctor Manuel Medina, prominente miembro del Parlamento Europeo, y Monseñor Gerardo Vera Bustamante, en representación de la Iglesia Católica. (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 1993, s. p.)


    Por fuera de esos acuerdos quedaron las FARC-EP, el ELN y una serie de grupos paramilitares y criminales, que llevaron al país a la peor ola de violencia que se había conocido. Aun después de los acuerdos de paz, de la caída del Muro de Berlín y de una nueva Constitución, Colombia vivió lo peor de la guerra entre 1995 y 2005. De esa forma, para entender cómo lograr una estabilización, se deberá tener en cuenta no solo la existencia de las economías de guerra, sino también la presencia de otros grupos armados ilegales y organizaciones criminales.


    El tercer factor endógeno a la guerra se refiere a la arquitectura que tomó la fuerza pública en el marco de la guerra y a su disposición para transformarse en el marco de la paz. El aparato de seguridad crea unas formas de relacionarse con las comunidades, de ver la realidad y de entender la nueva realidad, de tal forma que si no hay modificación será muy complejo entender el posconflicto y la construcción de paz.


    Ya han pasado cinco años desde la firma de los acuerdos de paz y cuatro desde la dejación de armas. En teoría, el periodo de la estabilización ha terminado o está por terminar; además, el periodo de la consolidación debería estar avanzado, pues en cinco años —también, en teoría— muchas trasformaciones deberían haber comenzado.


    El presente libro trata sobre el análisis de la estabilización en Colombia. Cuál es el resultado del posconflicto, qué tanto se avanzó, qué cosas cambiaron y cuál es la ruta de la violencia que ha tomado Colombia. Antes de entrar a cada capítulo, valdría la pena mencionar las principales seis conclusiones del texto:


    1. Se podría decir que Colombia incubó una nueva ola de violencia. Esta vez, todo indica que no será una violencia política tradicional: será una violencia criminal con tintes políticos. En la actualidad hay cerca de 250 municipios con presencia de estructuras criminales y grupos armados ilegales; de esos, 140 tienen una situación compleja; en 2018 eran cerca de 60 los municipios con complicaciones. El número de municipios afectados de forma fuerte podría crecer hasta cerca de 200 si el deterioro de la seguridad sigue al ritmo de 2020 y 2021.


    En total, se cuentan cinco tipos de estructuras armadas ilegales:


    A. Las disidencias de las FARC-EP: Estas podrían dividirse, a su vez, en tres tipos de organizaciones. Uno son las de los alias Gentil Duarte e Iván Mordisco, que agrupan a cerca de 16 grupos de disidencias, de los 28 que existen en el país. Luego están las disidencias de La Segunda Marquetalia, o las de alias Iván Márquez, que agrupan a cinco de esos 28 grupos. Por último están las disidencias dispersas, las cuales son aquellas que no tienen coordinación y funcionan como grupos de mercenarios vendiendo seguridad en varias regiones del país. Actualmente, las disidencias operan en más de 150 municipios del país, mientras que para 2018 operaban en 56 municipios.


    B. El grupo guerrillero del ELN: En 2018 operaba en 99 municipios. En la actualidad lo hace en 167; su expansión más importante se ha dado sobre la frontera con Venezuela, particularmente en Norte de Santander y Arauca. En el primero de estos departamentos, luego de una guerra de más de dos años, controla gran parte de los pasos fronterizos. Igualmente, se ha expandido en el Pacífico colombiano: allí opera en casi todos los municipios. En varias zonas mantiene una guerra contra las disidencias y grupos ligados a la desmovilización paramilitar.


    C. Grupos posdesmovilización paramilitar, o disidencias del paramilitarismo: Si bien entre ellos se cuenta, principalmente, a El Clan del Golfo, lo cierto es que hay otra serie de grupos menos famosos, pero más violentos. Los Caparrapos, ligados a alias Cuco Vanoy, libran una guerra a muerte con El Clan del Golfo, desde hace dos años, en el bajo Cauca antioqueño. Los Caparros, o Caparrapos, se comportan como un grupo paramilitar local. Adicionalmente, se encuentran las Autodefensas Conquistadoras de la Sierra, ligadas a la estructura del ex jefe paramilitar Hernán Giraldo. Además, están Los Puntilleros, en los Llanos Orientales. Vale la pena aclarar que El Clan del Golfo es el único grupo de alcance nacional: los demás son de alcance regional. Por último, están Los Rastrojos, que libran una guerra a muerte con el ELN en el área metropolitana de Cúcuta.


    D. Grupos regionales que no necesariamente se ligan a la desmovilización paramilitar: El Ejército Popular de Liberación (EPL) o en la actualidad Los Pelusos, que opera en Norte de Santander; también una disidencia de Los Rastrojos que opera en Norte de Santander. Aunque algunos llaman a Los Rastrojos grupo neoparamilitar, lo cierto es que su origen está en una confrontación interna con el Cartel del Norte del Valle.


    E. Estructuras mixtas locales que están apareciendo en medio del vacío de poder: La Banda de La Local, de Buenaventura; la Mafia Sinaloa, en el bajo Putumayo, y la banda de Los Mercenarios, en La Guajira, entre otras, son las que más violencia generan en algunas zonas del país.


    Vale la pena mencionar que el Estado colombiano tiene otra clasificación de estructuras tipo A, B o C. Para facilitar la comprensión, hemos realizado la anterior diferenciación. En todo caso son homologables.


    Estos grupos, con diferentes niveles de violencia, están llevando a Colombia a la configuración de esta nueva ola, caracterizada por tres cosas. Por un lado, un proceso de degradación política o descomposición. Es decir, si bien algunos de ellos mantienen un discurso político, a medida que pasa el tiempo se observa una descomposición. En segundo lugar, la forma como funcionan estas estructuras ya no es de forma piramidal o jerárquica. Colombia, a excepción del ELN y algunas disidencias, ha entrado en la lógica de organizaciones criminales de tercera y cuarta generación. Este, tal vez, ha sido el cambio más importante que ha traído el posconflicto. Por último, se ha producido, como lo veremos, una transformación o el regreso de viejos repertorios de violencia.


    2. Se presentó una reducción de los indicadores de la violencia entre 2016 y 2018; hubo municipios donde la violencia homicida se redujo prácticamente a cero. Esa paz duró hasta principios del 2018; desde entonces, con diferenciaciones regionales, comenzó el deterioro de la seguridad; por ende, las antiguas zonas donde operaban las FARC-EP —242 municipios de los más de 1.100 del país— se podrían clasificar en tres: en primer lugar, aquellas donde hay una disputa criminal y los indicadores de violencia están en números rojos. En segundo lugar, sectores de los cuales las FARC-EP salieron en los que hay brotes de inseguridad, pero no de organizaciones criminales; su caso es lo que podría denominarse una inseguridad delictiva. En estas áreas algunos indicadores se disparan y otros no. Por último, zonas de donde las FARC-EP salieron, en las que los indicadores de inseguridad han disminuido; por ende, a pesar del déficit de presencia institucional, son las que lograron consolidar el proceso de paz.


    En medio de esta clasificación de zonas, hay varias en transición, o también denominadas zonas colchón, es decir, que pueden convertirse en zonas de disputa o de consolidación de la paz. Es de tal nivel la confrontación en la actualidad que los cambios se dan en cosa de días.


    3. Actualmente Colombia se halla en una situación que podría denominarse un empate técnico criminal. Esto ocurre, por lo general, cuando se dan procesos de posconflicto en zonas de economías de guerra, donde las disputas criminales son relativamente normales y tienden a durar un par de años; es lo que se denomina reacomodo criminal. El caso es que en la actualidad van casi cuatro años del inicio de la disputa, y parece que nadie la está ganando.


    En teoría, estas disputas tienden a ser anárquicas durante los primeros meses, y cada dos o tres semanas aparecen y desaparecen estructuras. A medida que pasa el tiempo, los más fuertes “se van comiendo” a los débiles; es un proceso de cooptación criminal. Por ejemplo, con la desmovilización paramilitar entre 2003 y 2006 surgieron 101 grupos criminales; algunos años después quedaban siete, y ahora solo queda El Clan del Golfo.


    En la actualidad, hay una disputa criminal; decenas de actores criminales se disputan metro a metro varias zonas, y nadie parece ser lo suficientemente fuerte para cooptar o expulsar al resto. Ese empate técnico lleva a una degradación de la violencia, y ello, en parte, explica las más de 80 masacres que se presentaron en 2020 y el deterioro de la seguridad tan grande que se ha visto en los últimos meses.


    Dicho empate lleva a que los actores ilegales tiendan a ganarse el apoyo de la población al ritmo de la violencia; entonces, las masacres, el homicidio selectivo y lo que se denomina la violencia ejemplarizante se vuelven algo común. En el bajo Cauca antioqueño, por ejemplo, además de las masacres y el asesinato de líderes sociales, se vieron varios casos de decapitaciones y descuartizamientos, así como letreros junto a los cuerpos de las personas asesinadas. Esto, a su vez, significa que las organizaciones criminales racionalizan la violencia, optan por el homicidio selectivo y con sevicia para mandar mensajes de temor a la población, y con ello evitan las grandes masacres.


    Quedan algunos meses de esa violencia criminal degradada; seguramente, luego de las elecciones de 2022, esta tenderá a bajar con la consolidación de algunos actores criminales en diferentes regiones del país. Eso hará disminuir la violencia homicida, pero no la presencia de organizaciones criminales. Nuevamente, hay que tener cuidado con el espejismo que provoca una reducción de la violencia homicida, o violencia letal. En muchos casos, como ha ocurrido en Colombia en varias oportunidades, esa reducción de la violencia no es producto de los resultados de una política pública, sino de la consolidación militar de un actor ilegal o de pactos mafiosos en los territorios. Los niveles de violencia no necesariamente son proporcionales a la presencia de organizaciones criminales.


    4. Tras la firma del acuerdo de paz, se dio en Colombia lo que podría denominarse una “tormenta perfecta”. Esta se compone de cuatro partes: 1) la expansión de estructuras ilegales; 2) la ausencia de estrategia de dominio territorial por parte del Estado y la deficiente inteligencia militar; 3) El boom de las economías ilegales —principalmente la del oro, el narcotráfico y la trata de personas—; y 4) años preelectorales, a lo largo de los cuales la violencia es una forma de competencia política.


    Resulta interesante el boom de las economías ilegales. Por ejemplo, hace unos dos o tres años el gramo de la pasta base de coca se pagaba a 1.900 pesos; en la actualidad hay zonas donde se paga a 3.000 pesos; esto ha llevado a que la producción de hoja de coca se mantenga bastante alta. Por su parte, el precio del oro también ha subido: en el ámbito internacional, la onza pasó, en pocos meses, de 1.200 a 1.800 dólares. Si bien el precio nacional es más bajo, también se ha incrementado; obviamente, ello significará un desastre ambiental y una disputa criminal a muerte.


    Otra de las economías ilegales que ha aumentado, aunque no se saben con exactitud su dimensión ni sus movimientos de dineros, es la trata de personas. Las investigaciones de la Fundación Paz y Reconciliación muestran cómo, debido a la migración venezolana, esta economía se ha disparado en todo el país. La trata de personas con fines de explotación sexual es común, pero no es la única dinámica en estas economías ilegales. El trabajo forzado y el reclutamiento por parte de actores criminales también son bastante comunes. Igualmente, Colombia se ha convertido en ruta para la trata de personas, principalmente de haitianos, de nativos del África subsahariana y de población asiática. La zona del Tapón del Darién es quizá el ejemplo más ilustrativo de esta tragedia.


    El mencionado boom económico coincidió con la firma del acuerdo de paz y con lo que algunos expertos llamaron el vacío de poder en varias zonas de donde las FARC-EP se fueron para las antiguas zonas veredales; es decir, las FARC-EP salieron del territorio y en su reemplazo inicialmente nadie llegó, ni siquiera el Estado. Meses después de la firma, la guerra estalló.


    5. Las zonas de posconflicto, que son 281 municipios de los poco más de 1.100 que tiene el país, tuvieron inicialmente tres tipos de territorios: 1) hubo zonas donde las FARC-EP se concentraron, y rápidamente hubo un proceso de invasión criminal; las disputas estallaron en cuestión de semanas y la paz no se sintió. Un buen ejemplo fue el Pacífico colombiano. En Tumaco, tres meses luego de la concentración ya se reportaban cerca de siete organizaciones criminales disputándose el territorio. Igual sucedió en el Catatumbo y en varias zonas del suroccidente del país; 2) hubo zonas de donde las FARC-EP salieron y nadie llegó en su lugar por un periodo importante. Por ejemplo, en el Putumayo, las FARC-EP salieron de las zonas de Piñuña Negro y Piñuña Blanco, sus bastiones históricos, y durante 18 meses nadie entró; incluso, el precio de la pasta base de coca pasó de 1.900 a 1.200 pesos, pues nadie entraba a comprar. Los narcos desconfiaban de entrar, pues no había garantías de seguridad; el Estado tampoco llegó, y 18 meses después la zona fue copada por disidencias y nuevos grupos del narcotráfico. Igual sucedió en el norte de Antioquia: Ituango, por ejemplo, vivió entre 2016 y 2017 épocas pacíficas; sin embargo, para finales de 2017 la situación se empezó a complicar, y para 2018 y 2019 ese municipio fue una zona de guerra. En la tabla 1 se ve el aumento de homicidios en las zonas pos-FARC-EP entre 2016 y 2017.


    Tabla 1. Los 30 municipios pos-FARC-EP en los cuales se presentó mayor aumento de homicidios


    
      
        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            Municipio

          

          	
            Departamento

          

          	
            2016

          

          	
            2017

          

          	
            Tasa de 
homicidios

          
        

      

      
        
          	
            Puerto Lleras

          

          	
            Meta

          

          	
            3

          

          	
            8

          

          	
            166,67

          
        


        
          	
            Puerto Guzmán

          

          	
            Putumayo

          

          	
            8

          

          	
            23

          

          	
            187,50

          
        


        
          	
            Peque

          

          	
            Antioquia

          

          	
            1

          

          	
            3

          

          	
            200,00

          
        


        
          	
            Litoral del San Juan

          

          	
            Chocó

          

          	
            3

          

          	
            9

          

          	
            200,00

          
        


        
          	
            Nuquí

          

          	
            Chocó

          

          	
            1

          

          	
            3

          

          	
            200,00

          
        


        
          	
            Mosquera

          

          	
            Nariño

          

          	
            2

          

          	
            6

          

          	
            200,00

          
        


        
          	
            Cartagena del Chairá

          

          	
            Caquetá

          

          	
            7

          

          	
            22

          

          	
            214,29

          
        


        
          	
            San Diego

          

          	
            Cesar

          

          	
            2

          

          	
            7

          

          	
            250,00

          
        


        
          	
            Albania

          

          	
            La Guajira

          

          	
            2

          

          	
            7

          

          	
            250,00

          
        


        
          	
            Roberto Payán

          

          	
            Nariño

          

          	
            2

          

          	
            7

          

          	
            250,00

          
        


        
          	
            Ituango

          

          	
            Antioquia

          

          	
            5

          

          	
            18

          

          	
            260,00

          
        


        
          	
            Timbiquí

          

          	
            Cauca

          

          	
            3

          

          	
            11

          

          	
            266,67

          
        


        
          	
            Campamento

          

          	
            Antioquia

          

          	
            1

          

          	
            4

          

          	
            300,00

          
        


        
          	
            Condoto

          

          	
            Chocó

          

          	
            1

          

          	
            4

          

          	
            300,00

          
        


        
          	
            Tadó

          

          	
            Chocó

          

          	
            2

          

          	
            8

          

          	
            300,00

          
        


        
          	
            Unión Panamericana

          

          	
            Chocó

          

          	
            1

          

          	
            4

          

          	
            300,00

          
        


        
          	
            San Juan del Cesar

          

          	
            La Guajira

          

          	
            2

          

          	
            8

          

          	
            300,00

          
        


        
          	
            Mapiripán

          

          	
            Meta

          

          	
            2

          

          	
            8

          

          	
            300,00

          
        


        
          	
            Santa Bárbara

          

          	
            Nariño

          

          	
            1

          

          	
            4

          

          	
            300,00

          
        


        
          	
            Cumaribo

          

          	
            Vichada

          

          	
            3

          

          	
            12

          

          	
            300,00

          
        


        
          	
            Unguía

          

          	
            Chocó

          

          	
            4

          

          	
            19

          

          	
            375,00

          
        


        
          	
            Solano

          

          	
            Caquetá

          

          	
            1

          

          	
            5

          

          	
            400,00

          
        


        
          	
            Uribe

          

          	
            Meta

          

          	
            2

          

          	
            10

          

          	
            400,00

          
        


        
          	
            Calamar

          

          	
            Guaviare

          

          	
            2

          

          	
            10

          

          	
            400,00

          
        


        
          	
            Almaguer

          

          	
            Cauca

          

          	
            1

          

          	
            6

          

          	
            500,00

          
        


        
          	
            Riosucio

          

          	
            Chocó

          

          	
            3

          

          	
            18

          

          	
            500,00

          
        


        
          	
            La Macarena

          

          	
            Meta

          

          	
            2

          

          	
            17

          

          	
            750,00

          
        


        
          	
            Magüí

          

          	
            Nariño

          

          	
            1

          

          	
            11

          

          	
            1000,00

          
        


        
          	
            Mesetas

          

          	
            Meta

          

          	
            1

          

          	
            12

          

          	
            1100,00

          
        


        
          	
            El Carmen

          

          	
            Norte de Santander

          

          	
            1

          

          	
            19

          

          	
            1800,00

          
        

      
    


    Fuente: Elaborado por PARES a partir de información del Instituto Nacional de Medicina Legal (INML).


     


    Ituango pasó de 5 homicidios en 2016 a 18 en 2017 y Riosucio, Chocó, de 3 a 18 para estos mismos años. Esto significa que hubo una ventana de oportunidad de más de un año que se botó a la basura, pues nunca hubo estrategia de copamiento territorial (Fundación Paz & Reconciliación [PARES], 2018a).


    Por último, 3) hubo territorios donde operaban las FARC-EP, pero no había una alta densidad de economías ilegales ni alta presencia de otras organizaciones criminales; eso llevó a que si bien el Estado nunca tuvo una estrategia de copamiento territorial, tampoco se presentaran copamientos criminales. Nadie llegó, y eso disparó la inseguridad. La delincuencia común agravó rápidamente los indicadores de fallas en seguridad y convivencia, como el hurto y las riñas entre vecinos, entre otros indicadores. El sur del Tolima, en límite con el departamento de Huila, y en general las zonas centrales podrían entrar en esta clasificación; aquí el posconflicto se ganó.


    Estos incrementos de la inseguridad también se acompañaron de un aumento de la disputa entre pares, es decir, entre ciudadanos: riñas y violencia intrafamiliar, entre otros delitos y contravenciones. A esta situación inicialmente se la catalogó como anarquía criminal.


    6. Durante los cuatro años de investigación para escribir el presente libro, se pudo observar que las Fuerzas Militares (FF. MM.) habían reducido sustancialmente su presión sobre las organizaciones criminales, lo que se acompañó del deterioro de la seguridad en todo el país. La inoperancia es más que evidente. La pregunta es por qué sucede eso. En general, se han encontrado tres respuestas o una combinación de todas ellas:


    Por un lado, una situación de miedo jurídico; de hecho, eso es lo que argumenta una serie de militares. Básicamente, dicen que en la medida en que no hay claridad jurídica, ellos no actúan, pues ante cualquier operativo inmediatamente se abren investigaciones. Los militares se refieren a esto como la liebre jurídica.


    Una segunda explicación se deriva de la ausencia de liderazgo en el Ministerio de Defensa y en la Presidencia de la República, sumado ello a la fuerte división que hay en las FF. MM. Esto ha traído, según algunos expertos, una ausencia de mando y control que se traduce en baja operatividad a escala territorial; sin embargo, hay otra hipótesis bastante comentada entre expertos y el mundo político, pero que no se dice públicamente, y es un posible cálculo político por parte de las FF. MM.


    En concreto, las FF. MM. sienten que los escándalos en materia de corrupción, ilegalidad y derechos humanos (DD. HH.) que han explotado en los últimos meses son una campaña política para destruirlas; es decir, no admiten la culpa, sino solo creen que eso lo hacen los enemigos. Desde ese punto de vista, en la medida en que la seguridad en el país se deteriore, más difícil será reformar las FF. MM. o incluso cuestionarlas; por ello, para algunos habría una estrategia de “manos caídas”.


    En lo que sigue, el texto analizará el reacomodamiento criminal que sucedió luego de la firma del acuerdo de paz, además del balance de la estabilización, y se indagará sobre el éxito en materia de seguridad del posconflicto. ¿Hay o no una nueva ola de violencia? ¿Los actuales fenómenos de violencia son algo que disminuirá con el paso del tiempo o indican, por el contrario, que ya hay zonas de posconflicto que se perdieron?


    Para ello, en un primer momento se analizarán los indicadores de seguridad asociados a la violencia rural, en los ámbitos tanto nacional como regional. Luego se hará un análisis de la presencia criminal de las organizaciones ilegales. En la tercera parte se llevará a cabo un análisis regional de las dinámicas de seguridad, para terminar con las partes cuarta y quinta, sobre violencia contra líderes sociales, excombatientes y violencia política.

  


  
    CAPÍTULO 1.
 UN POSCONFLICTO A MEDIAS


    Tal vez una de las mejores formas para medir el éxito de un posconflicto se refiere a un análisis de los indicadores de seguridad. Para ello, analizaremos la dinámica nacional y luego nos concentraremos en el ámbito territorial.


    El primer indicador en tal sentido es el homicidio. En la figura 1 se presenta el panorama desde 1997, año en el que arrancó la primera expansión paramilitar en el país, que dejó miles de muertos. Tres cosas llaman la atención a ese respecto. La primera es que desde 2003, con la consolidación paramilitar y luego con la desmovilización de sus estructuras, la violencia homicida tendió a disminuir. Nuevamente se elevó para finales de la primera década del siglo XXI como producto de la violencia desatada entre los reductos disidentes de los paramilitares, y desde cuando se iniciaron las conversaciones de paz, la violencia homicida ha tendido a disminuir a escala nacional.
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          Figura 1. Homicidios en Colombia (1997-2015)


          Fuente: Elaborado por PARES con información del INML

        

      

    


    Esa tendencia a la baja se rompió en 2018 y 2019, cuando se presentó un leve aumento; podría decirse que se mantuvo estable. Para 2020 hubo una leve reducción, derivada, en gran parte, de los confinamientos que provocó la pandemia (figura 2).
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          Figura 2. Homicidios en Colombia (2015-abril 2021)


          Fuente: Elaborado por PARES con información del INML.

        

      

    


    El mapa de la figura 3 muestra la diferencia en cuanto a los homicidios en Colombia entre 2017 y 2018. Básicamente, se muestra cómo la situación se deterioró en algunas zonas del país.


    Nótese cómo las zonas de posconflicto fueron, en esos años, las más afectadas. El bajo Cauca antioqueño fue el área donde mayor deterioro hubo a lo largo de dicho periodo; cabe recordar la guerra que hay en la región desde 2017, y hasta el fin de la escritura de este libro, entre Los Caparrapos, o Caparros, también autodenominados Bloque Virgilio Peralta, y El Clan del Golfo. Esta guerra también cobija parte del norte de Antioquia y el sur de Córdoba.


    
      
        
          [image: ] 

          Figura 3. Diferencia entre tasas de homicidios de 2017 a 2018


          Fuente: Elaborado por PARES a partir de información del INML.

        

      

    


    La otra zona en deterioro es la comprendida entre la costa pacífica nariñense y el bajo Putumayo. Allí la confluencia entre disidencias, organizaciones del narcotráfico y grupos criminales causó una verdadera guerra civil. Nótese igualmente cómo en el Catatumbo y en parte del área metropolitana de Cúcuta la guerra entre el ELN y el EPL fue a muerte y dejó decenas de muertos. Luego, como se verá más adelante, la guerra fue entre el ELN y grupos del crimen organizado por el control de la frontera.
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          Figura 4. Comparativo de homicidios en Colombia marzo-junio 2019 y 2020


          Fuente: Elaborado por PARES con información del INML.

        

      

    


    Solo hubo algunas zonas en la costa del Caribe, en Antioquia y parte de del Tolima donde se presentaron aumentos sin ser zonas de posconflicto. En 2020 —al menos durante el primer semestre—, la reducción de los homicidios fue más que notoria, producto de los confinamientos. En la figura 4 se muestran los datos del segundo trimestre de 2020. Estos datos son de todo el territorio nacional.


    Al comparar el primer trimestre de 2020 con el de 2021, se nota un aumento de los homicidios en el de este último año, lo cual obedece a que se recuperaron los niveles de 2019 y a que 2021 fue un año preelectoral (figura 5).
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          Figura 5. Comparativo de homicidios en Colombia enero-abril 2020 y 2021


          Fuente: Elaborado por PARES con información del INML.

        

      

    


    En el caso de los 281 municipios priorizados para el posconflicto también se presentó una reducción durante el periodo del confinamiento severo, pero en el segundo semestre de 2020 la situación fue muy diferente (figura 6).
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          Figura 6. Homicidios en los 281 municipios priorizados para el posconflicto


          Fuente: Elaborado por PARES a partir de información del INML.

        

      

    


    En 2020, a pesar de que la tasa de homicidios disminuyó en Colombia respecto a la de 2019 (de 24,05 a 17,74 por cada 100.000 personas)1, cabe advertir dos hechos acerca de la violencia del país durante ese año. Por un lado, la alarmante concentración de la violencia homicida en zonas del país como Puerto Santander y Tibú (Norte de Santander); Corinto y Argelia (Cauca); Tarazá, Betania, Cáceres, Ituango y Ciudad Bolívar (Antioquia); El Cairo (Valle del Cauca), entre otras, donde las elevadas tasas de homicidio locales superan considerablemente la tasa de homicidios nacional (figura 7). Por otro lado, la ampliación y la intensificación de otros repertorios de violencia de las estructuras armadas ilegales (EAI) que han dejado un incremento en las masacres y las víctimas de minas antipersonal (MAP), entre otros. Los datos a ese respecto para 2020 son los que se aprecian en la figura siguiente.


    
      [image: ] 

      Figura 7. Tasa de homicidios nacional vs. 20 municipios con mayor tasa de homicidios 2020


      Fuente: Elaborado por PARES a partir de información del INML (corte a octubre).

    


    Como se ve, el balance de 2020 en materia de DD. HH. difícilmente puede considerarse favorable, tomando en cuenta que, en el marco de la pandemia por el COVID-19 y el cese al fuego que decretó el ELN, entre otros factores, se esperaba una disminución de la violencia durante ese año. El presente informe indica que dicho contexto, por el contrario, favoreció la expansión de las EAI, la recurrencia de las confrontaciones bélicas y el recrudecimiento de prácticas de control violento contra la población civil por parte de algunas EAI.


    Otro de los indicadores para medir la evolución del posconflicto es el desplazamiento forzado. En los peores años de la violencia en Colombia, durante la primera y la segunda expansiones paramilitares, los desplazamientos anuales eran de centenares de miles de víctimas; hubo años en que casi un millón de personas fueron desalojadas (figura 8).
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          Figura 8. Víctimas de desplazamiento forzado-RUV (1997-2015)


          Fuente: Elaborado por PARES a partir de información del RUV.

        

      

    


    Tras la firma del acuerdo de paz en 2016, los datos sobre tal fenómeno se redujeron, para luego aumentar en 2018, como producto de los reacomodamientos criminales en varias zonas del país (figura 9).


    Tal vez, en el indicador donde mejor se ven los resultados del proceso de paz es el secuestro. No se debe olvidar que este fue una práctica de guerra en el conflicto colombiano y un mecanismo de financiación. A final de los años noventa del siglo XX y comienzos del nuevo milenio, por año, se cometían más de 3.000 secuestros, según datos de la Policía Nacional (Ponal) (figura 10).
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          Figura 9. Víctimas de desplazamiento forzado (2016-2020)


          Fuente: Elaborado por PARES a partir de información del RUV.

        

      

    


    
      
        
          [image: ] 

          Figura 10. Secuestros (1998-2015)


          Fuente: Elaborado por PARES con información de Ponal.

        

      

    


    Con la negociación de paz y, sobre todo, con el anuncio de la guerrilla de las FARC-EP de poner fin al secuestro, los números continuaron mejorando. Ya con la firma hubo zonas donde el secuestro “se vino prácticamente al piso” (figura 11).
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          Figura 11. Secuestros (2016-2021)


          Fuente: Elaborado por PARES con información de Ponal (corte a julio).

        

      

    


    Otro de los indicadores esenciales para medir los resultados de la estabilización es el de los afectados por minas antipersonas (MAP) y municiones sin explotar (Muse): en los peores años de la violencia, más de 1.200 personas fueron lesionadas por las minas. Un año antes de la firma del acuerdo de paz, la cifra fue superior a las 200 personas, la mayoría de ellas militares y policías (figura 12).


    Con la firma del acuerdo de paz, los números “se fueron al suelo”: menos de 100 personas fueron afectadas en 2016 por estas minas (figura 13). Nótese cómo entre 2016 y 2017 los números fueron bastante bajos. Para 2018 la tendencia cambió, nuevamente se presentaron aumentos importantes, aunque por debajo de los datos que se presentaban antes de la firma de los acuerdos de paz.


    Algo que llama la atención es que desde 2016 la tendencia en las víctimas cambió; en general, los más afectados eran combatientes, en especial miembros de las FF. MM. La proporción de civiles fue en aumento y la de militares disminuyó en gran parte como producto de dos circunstancias. Por un lado, campos minados abandonados a los que la población entraba sin saberlo. Antes, durante el conflicto, era común que los actores armados informaran a la población sobre las zonas minadas. Esa información se esfumó, y los lugareños entraban a campos minados sin estar sobre aviso. La segunda es que, derivado ello de la disputa criminal, los actores armados ilegales han comenzado a sembrar minas nuevamente (figura 14). Nótese cómo los más afectados eran miembros de las FF. MM.


    Tras la firma del acuerdo de paz, el número de civiles ha tendido a aumentar fuertemente, mientras que el número de militares afectados se ha reducido (figura 15).


    Otro de los indicadores que han empeorado en los últimos meses es el de las masacres. Cuando arrancó la mayor ola de violencia en el marco del conflicto armado, en 1997, con la primera expansión paramilitar, se cometieron 111 masacres, hasta llegar en 2000 y 2001 a los peores números, con más de 200 masacres por año. Posteriormente, las cifras comenzaron a caer (figura 16).
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          Figura 12. Víctimas de MAP-Muse (1997-2015)


          Fuente: Elaborado por PARES con información de la Dirección para la Acción Integral contra Minas Antipersonal (Daicma).
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          Figura 13. Víctimas de MAP-Muse (2016-2020)


          Fuente: Elaborado por PARES con información de Daicma (corte a octubre).

        

      

    


     


    
      
        
          [image: ] 

          Figura 14. Tipo de víctimas de MAP-Muse (1997-2015)


          Fuente: Elaborado por PARES con información de Daicma.
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          Figura 15. Tipo de víctimas de MAP-Muse (2016-2020)


          Fuente: Elaborado por PARES con información de Daicma (corte a octubre).

        

      

    


    Como se ve, debido a la pacificación que se dio desde el inicio de las negociaciones de paz, en 2012, se produjo una reducción sustancial en el número de masacres. El punto más bajo se dio tras la firma del acuerdo de paz, en 2017, con solo 12 masacres; sin embargo, en 2020 el deterioro de tal situación fue terrible: hubo más de 80 en un solo año, todo esto en medio de la pandemia (figura 17).
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          Figura 16. Número de masacres (1997-2015)


          Fuente: Elaborado por PARES con información del INML.
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          Figura 17. Número de masacres (2016-2020)


          Fuente: Elaborado por PARES a partir de información de la Oficina de las Naciones Unidas para la Coordinación de Asuntos Humanitarios (OCHA) (corte a 14 de diciembre).

        

      

    


    El número de víctimas en medio de masacres también tendió a aumentar (figura 18).


    Para agosto de 2021, la situación parecía no tender a la mejora, en comparación con el mismo mes de 2020. Las proyecciones hablaban de que para diciembre de 2021 podrían haberse cometido 100 masacres. Hasta agosto de 2021 se contaban más de 60 (figura 19).


    El mapa de la figura 20 muestra las masacres en Colombia para 2021; un panorama muy similar al de la victimización de líderes sociales y al de la confrontación armada durante el proceso de reacomodo criminal que vive Colombia desde 2018.


    En este punto vale la pena aclarar dos cosas. Por un lado, comparando entre los primeros años del siglo XXI y la actualidad, se puede ver que el número de víctimas por masacre disminuyó: mientras que entre 1997 y 2003 eran comunes las 20 o 30 víctimas por masacre, en la actualidad son cuatro o cinco; en casos excepcionales, sube un poco más. Lo segundo es que, en la actualidad, nuevamente, las masacres se acompañan de altos niveles de sevicia, que no se veían desde la expansión paramilitar: decapitaciones y descuartizamientos, entre otros.
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          Figura 18. Víctimas mortales de masacres (2016-2020)


          Fuente: Elaborado por PARES a partir de información de OCHA (corte a diciembre 14).
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          Figura 19. Número de masacres por departamento (2021)


          Fuente: Elaborado por PARES a partir de información del Sistema de Información de la Fundación Paz y Reconciliación (Sipares).

        

      

    


    
      
        
          [image: ] 

          Figura 20. Masacres cometidas en Colombia (enero-julio 2021)


          Fuente: Elaborado por PARES a partir de información del Sipares.

        

      

    


    GRUPOS ARMADOS ILEGALES Y ORGANIZACIONES CRIMINALES EN EL POSCONFLICTO


    Además del análisis de los indicadores de seguridad asociados al conflicto armado, también se puede hacer un análisis sobre la presencia y la expansión de organizaciones criminales y grupos armados ilegales. En muchas ocasiones, esta expansión se hace sin niveles altos de violencia o con violencia selectiva. En la sección anterior se analizaron los indicadores asociados a la seguridad, que, en su mayoría, fueron impactados positivamente con el proceso de paz, aunque en algunos de ellos hubo un retroceso meses después de la firma del acuerdo.


    El mapa de la figura 21 muestra la ubicación de los 281 municipios priorizados para el posconflicto y sus niveles de vulnerabilidad. Entendiendo que los municipios no son similares entre sí, la violencia no se vivió con la misma intensidad; la capacidad institucional en cada uno de ellos no es la misma y el predominio de las economías ilegales no es similar. Por ende, la vulnerabilidad de los diferentes municipios no fue homogénea. En su momento, la Fundación Paz y Reconciliación hizo un índice compuesto de cuatro indicadores para determinar dicha vulnerabilidad. Las preguntas que se intentaba resolver eran:


    1. La probabilidad de que nuevamente surjan grupos armados ilegales en estos territorios.


    2. La probabilidad de que se produzcan olas de violencia tras la dejación de armas por parte de las guerrillas.


    3. La capacidad institucional del Estado local y regional para afrontar los retos de la aplicación de los acuerdos de La Habana.


    El resultado se ilustra en la figura 21.
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          Figura 21. Nivel de vulnerabilidad de 281 municipios priorizados para el posconflicto


          Fuente: Elaborado por PARES.

        

      

    


    Dicho índice compuesto de Paz y Reconciliación fue hecho en 2016, poco antes de la firma del acuerdo de paz. Allí se contemplaban los municipios donde operaron las FARC-EP durante los diez años anteriores a la firma y el ELN. Luego se hizo otro mapa, donde se determinaba cuáles de los 281 municipios tenían presencia de economías de guerra, ya fueran cultivos de hoja de coca o minería ilegal. El resultado fue llamativo. En el mapa de la figura 22 se muestra la presencia de cultivos de hoja de coca en los municipios priorizados.
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          Figura 22. Presencia de cultivos de coca en los 281 municipios priorizados para el posconflicto


          Fuente: Elaborado por PARES con información del Sistema Integrado de Monitoreo de Cultivos Ilícitos (SIMCI).

        

      

    


    En el mapa de la figura 23 se ve esa misma clasificación con la minería ilegal. Toda esta clasificación se hizo antes de la firma, en 2016.
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          Figura 23. Presencia de minería ilegal de oro en los 281 municipios priorizados para el posconflicto


          Fuente: Elaborado por PARES con información del Ministerio de Minas y Energía y la Agencia Nacional de Minería.

        

      

    


    Ahora bien, el mapa de la figura 24 muestra el resumen de la presencia de economías ilegales en las zonas donde operaba la extinta guerrilla de las FARC-EP. Cabe recordar al menos dos cosas. Por un lado, la densidad y la penetración de las economías ilegales no es homogénea en el territorio. Una cosa es Argelia, en el sur del Cauca, donde por lo menos el 70 % de la población depende de la ilegalidad, y otra, muy diferente, puede ser San Vicente del Caguán, en Caquetá, donde la mayoría de la población depende de economías legales y la penetración de la ilegalidad es baja. Por otro lado, a mayor densidad de economías ilegales, tanto mayor es la probabilidad de copamiento criminal.
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          Figura 24. 242 municipios con presencia de economías ilegales y de las FARC-EP


          Fuente: Elaborado por PARES con información del SIMCI, Ministerio de Minas y Energía y la Agencia Nacional de Minería.

        

      

    


     


    De 281 municipios del país, en 242 operaban las FARC-EP, en otros el ELN, mientras en otros había una operatividad conjunta. Para poder determinar las posibilidades de copamiento criminal, era importante saber dónde operaban solas las FARC-EP y dónde compartían el territorio, ya fuera mediante acuerdos tácitos de no agresión o en disputas criminales. En el mapa de la figura 25 se ve el panorama en tal sentido para 2016.
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          Figura 25. 242 municipios con presencia de FARC-EP, ELN y Bacrim


          Fuente: Elaborado por PARES.

        

      

    


    Por lo planteado, cabía esperar, observando los mapas anteriores (figuras 22-25), que el Pacífico colombiano —el cual concentraba una alta densidad de economías ilegales y mostraba la presencia de otros grupos criminales— tendría una guerra civil, al igual que el bajo Cauca antioqueño o la frontera entre Colombia y Venezuela, mientras que amplios sectores de la cordillera Oriental iban a tener más posibilidad de un posconflicto pacífico.


    Para mediados de 2017, la información comenzó a llegar desde diferentes zonas del país. La esperanza en que la transición llevaría a una pacificación del territorio era grande, pero había municipios donde la información que llegaba era compleja. Por ejemplo, en Segovia, Antioquia, las Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC) o El Clan del Golfo, en alianza con el grupo Héroes del Nordeste (desmovilizados de las Autodefensas Unidas de Colombia [AUC]), se estaban acercando a las veredas Mina Nueva, Rancho Quemado y Carrizal, que controlaban las FARC-EP, y obligaron a los mineros a tributarles y, por medio del voz a voz, han advertido a la comunidad que ellos son el nuevo orden que va a establecerse en la región.


    Igualmente, en Segovia había una guerra abierta entre las AGC y La Nueva Generación (LNG) por el control de los dividendos del narcotráfico. Durante 2017 circularon tres panfletos firmados por LNG, en uno de ellos advirtieron que tenían 20 granadas para atentar contra los colaboradores de las ACG. Durante 2017 estallaron tres. La última fue el 6 de febrero, su objetivo eran supuestos colaboradores de los gaitanistas (El Clan del Golfo). Durante ese mismo año, el casco urbano de Segovia estaba en poder de LNG y la zona rural bajo control de las AGC. El 9 de febrero, en la vereda Campoalegre, fue asesinado un menor de edad acusado de pertenecer a LNG, y otra persona fue asesinada en una vereda cercana.


    En Anorí, Antioquia, en la zona de Dos Bocas, territorio minero y de cultivo de coca, las AGC estaban buscando cooptar el espacio dejado por las FARC-EP. Según denuncia la comunidad, al sector conocido como Los Trozos arribaron dos embarcaciones con 80 hombres, que hicieron retenes a los campesinos y advirtieron que llegaban para tomar el control territorial por cuanto las FARC-EP se retiraban.


    Sin embargo, lo peor se comenzó a vivir en el Pacífico colombiano, Tumaco fue el epicentro. Allí, miembros de comunidades rurales como en El Pital, Playón, Cevito y El Firme, al igual que líderes guerrilleros, han denunciado la presencia de grupos armados organizados (GAO) en sitios cercanos a la zona veredal. Algunos fueron identificados como Los Negritos y Los Urabeños. En territorios de consejos comunitarios que antes estuvieron controlados por la guerrilla, las comunidades afirman haber visto personas pertenecientes a grupos de delincuencia común.


    Igualmente, en Tumaco se creó el grupo denominado Gente de Orden, o Nuevo Orden, que para ese año estaba conformado por cerca 300 personas —en su mayoría jóvenes afro—, ubicadas especialmente en barrios de las comunas 5, 4 y 2 y con menor presencia en las comunas 1 y 3; algunos de ellos eran milicianos de las FARC-EP que conformaban su red urbana y apoyaban acciones de extorsión a comerciantes. Meses después este grupo se desmovilizaría y las FARC-EP no los reconocieron como excombatientes.


    Así las cosas, para finales de 2017 se dieron los primeros estudios sobre la expansión criminal. El mapa de la figura 26 muestra la expansión y la presencia general del ELN. Esta guerrilla se había expandido en 17 municipios.
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          Figura 26. Expansión y presencia general del ELN (2017)


          Fuente: Elaborado por PARES.

        

      

    


    Tabla 2. Municipios de expansión del ELN (2017)


    
      
        

        
      

      
        
          	
            Municipio

          

          	
            Departamento

          
        

      

      
        
          	
            Buenos Aires

          

          	
            Cauca

          
        


        
          	
            Caloto

          

          	
            Cauca

          
        


        
          	
            Corinto

          

          	
            Cauca

          
        


        
          	
            Santander de Quilichao

          

          	
            Cauca

          
        


        
          	
            Toribío

          

          	
            Cauca

          
        


        
          	
            La Jagua de Ibirico

          

          	
            Cesar

          
        


        
          	
            Bahía Solano

          

          	
            Chocó

          
        


        
          	
            Carmen del Darién

          

          	
            Chocó

          
        


        
          	
            Juradó

          

          	
            Chocó

          
        


        
          	
            Riosucio

          

          	
            Chocó

          
        


        
          	
            Guachucal

          

          	
            Nariño

          
        


        
          	
            Buenaventura

          

          	
            Valle del Cauca

          
        


        
          	
            Puerto Carreño

          

          	
            Vichada

          
        


        
          	
            Cumaribo

          

          	
            Vichada

          
        


        
          	
            Amalfi

          

          	
            Antioquia

          
        


        
          	
            Ituango

          

          	
            Antioquia

          
        


        
          	
            Campamento

          

          	
            Antioquia

          
        

      
    


    Fuente: Elaborado con información de PARES.


    Nótese cómo gran parte de la expansión se dio en los departamentos del Cauca y Antioquia. Los GAO —principalmente El Clan del Golfo— también se expandieron en poco más de una veintena de municipios; desde 2018 dicho proceso de copamiento se aceleró, como se detalla en el mapa de la figura 27.


    Tabla 3. Municipios de expansión de los GAO (2017)


    
      
        

        
      

      
        
          	
            Municipio

          

          	
            Departamento

          
        

      

      
        
          	
            Frontino

          

          	
            Antioquia

          
        


        
          	
            Ituango

          

          	
            Antioquia

          
        


        
          	
            Nechí

          

          	
            Antioquia

          
        


        
          	
            Dabeiba

          

          	
            Antioquia

          
        


        
          	
            Peque

          

          	
            Antioquia

          
        


        
          	
            Tarazá

          

          	
            Antioquia

          
        


        
          	
            Urrao

          

          	
            Antioquia

          
        


        
          	
            Cartagena del Chairá

          

          	
            Caquetá

          
        


        
          	
            El Doncello

          

          	
            Caquetá

          
        


        
          	
            El Paujil

          

          	
            Caquetá

          
        


        
          	
            La Montañita

          

          	
            Caquetá

          
        


        
          	
            San Vicente del Caguán

          

          	
            Caquetá

          
        


        
          	
            Buenos Aires

          

          	
            Cauca

          
        


        
          	
            Mesetas

          

          	
            Meta

          
        


        
          	
            Puerto Rico

          

          	
            Meta

          
        


        
          	
            El Rosario

          

          	
            Nariño

          
        


        
          	
            Iscuandé

          

          	
            Nariño

          
        


        
          	
            Planadas

          

          	
            Tolima

          
        

      
    


    Fuente: Elaborado con información de PARES.
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          Figura 27. Expansión y presencia general de los GAO (2017)


          Fuente: Elaborado por PARES.

        

      

    


    Todo parece indicar que entre 2015 y 2016 los carteles mexicanos —especialmente el de Sinaloa y, aunque en menor proporción, el de Jalisco Nueva Generación— sirvieron como jueces o buenos componedores para que organizaciones criminales se repartieran las zonas que eran de las FARC-EP. El objetivo era evitar que el negocio se afectara con esa dejación de armas. En esa negociación participaron principalmente grupos posdesmovilización paramilitar y ejércitos del narcotráfico.


    El ELN tuvo una expansión con contingentes militares: enviaban pequeñas comisiones a los municipios mencionados en la tabla 3 y de ahí en adelante comenzaban el proceso de expansión. Por otro lado, los grupos armados organizados —particularmente El Clan del Golfo— cambiaron su estrategia de expansión. En la medida en que muchos de ellos recién salían de disputas criminales y se encontraban débiles, no hubo una expansión con contingentes militares; se optó, en cambio, por buscar narcos o ilegales de alcance regional y ofrecerles nuevos territorios a cambio de pagos mensuales de dinero o alianzas para economías ilegales; es decir, se entregaron franquicias. En esto ayudaron los mexicanos.


    En el caso de Antioquia, comenzaron a surgir grupos rurales con el nombre de Los Pachelis, Los Zorros o Los Chatas; varios de esos nombres coincidían con grupos o combos afiliados a una de las dos líneas de La Oficina, o la antigua Oficina de Envigado. Este fenómeno se dio en Antioquia, algunas zonas de los Llanos Orientales y algunas zonas de la costa del Pacífico. También hubo zonas donde la expansión fue por medio de contingentes militares, como en algunas zonas del Urabá antioqueño y el chocoano.


    Otra de las cosas que ocurrieron con este modelo de expansión fue que las tensiones se dispararon con rapidez: disputas por los límites territoriales, el valor de las extorsiones o las cuotas de impuestos y las rutas de narcotráfico, entre muchas otras, pronto fueron visibles. En varias zonas estallaron disputas solo semanas después de haberse repartido el territorio. Esto trajo un gran temor en varios agentes de la economía del narcotráfico, pues las eventuales batallas podrían desorganizar el negocio.


    Ante las tensiones en Colombia y las disputas criminales en México, sectores de los carteles mexicanos sirvieron como buenos componedores, una especie de jueces para saldar las disputas en Colombia. No debe olvidarse que con la desmovilización paramilitar, entre 2003 y 2006, se dio una serie de disputas criminales: entre los 101 grupos criminales que surgieron ligados a los grupos paramilitares hubo batallas que dejaron decenas de muertos. Esos enfrentamientos duraron varios años, y el negocio se afectó de forma notoria. Por ello, los carteles mexicanos, previendo que eso podría pasar, se adelantaron y empezaron a enviar delegados a Colombia para eliminar las tensiones entre las organizaciones colombianas. Como se verá más adelante, esto inmediatamente provocó un cambio en la forma como mexicanos y colombianos se entendían.


    El mapa de la figura 28 muestra la presencia las disidencias de las FARC-EP para finales de 2017. Operaban en 34 municipios de los 242 donde operaron las FARC-EP; sin embargo, cabe aclarar dos cosas. Por un lado, en sentido estricto, disidencia se le puede llamar también al Frente 1 de las FARC-EP, que no entró al proceso de paz y abandonó antes de la firma del acuerdo la estructura guerrillera.


    El Frente 1 operaba entre los departamentos de Vaupés y Guaviare, era considerado uno de los denominados frentes madre, es decir, una estructura con una gran capacidad de reclutamiento y que podía tener más de 400 combatientes. Cerca del 70 % de esa estructura no se acogió al proceso de paz y se declaró en disidencia. Algunas personas de otros frentes se le unieron; al final, cerca de 350 miembros de esa guerrilla no hicieron parte del proceso de paz.


    Por otro lado, luego de la firma, una serie de excombatientes comenzaron a retomar las armas. El proceso inicialmente fue lento, pero a medida que la implementación del acuerdo se demoraba, y ante las inseguridades jurídicas, el número de excombatientes que retomaron las armas se fue incrementando.
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          Figura 28. Presencia de disidencias de las FARC-EP (2017)


          Fuente: Elaborado por PARES.

        

      

    


    Tabla 4. Municipios con presencia de disidencias de las FARC firmantes del Acuerdo (desertores) (2017)


    
      
        

        
      

      
        
          	
            Municipio

          

          	
            Departamento

          
        


        
          	
            Briceño

          

          	
            Antioquia

          
        


        
          	
            El Bagre

          

          	
            Antioquia

          
        


        
          	
            Ituango

          

          	
            Antioquia

          
        


        
          	
            Cartagena del Chairá

          

          	
            Caquetá

          
        


        
          	
            El Doncello

          

          	
            Caquetá

          
        


        
          	
            La Montañita

          

          	
            Caquetá

          
        


        
          	
            San Vicente del Caguán

          

          	
            Caquetá

          
        


        
          	
            Buenos Aires

          

          	
            Cauca

          
        


        
          	
            Morales

          

          	
            Cauca

          
        


        
          	
            Suárez

          

          	
            Cauca

          
        


        
          	
            Toribío

          

          	
            Cauca

          
        


        
          	
            Neiva

          

          	
            Huila

          
        


        
          	
            Uribe

          

          	
            Meta

          
        


        
          	
            Barbacoas

          

          	
            Nariño

          
        


        
          	
            Iscuandé

          

          	
            Nariño

          
        


        
          	
            Policarpa

          

          	
            Nariño

          
        


        
          	
            Roberto Payán

          

          	
            Nariño

          
        


        
          	
            Tumaco

          

          	
            Nariño

          
        


        
          	
            Buenaventura

          

          	
            Valle del Cauca

          
        

      
    



OEBPS/Images/2.jpg





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila2.jpg
984
| 818

Marzo Abril Juni

[ 200 i 2020






OEBPS/Images/GraficasArielA_vila4.jpg
u

49
26

3n

21

Mayo

0 2009

W 2

29
251





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila8.jpg
195

3

2016 2007 2018 2019 2020 2021





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila7.jpg
180.307

64966

2016 2017 2018 2019 2020





OEBPS/Images/portada.jpg
ARIEL AVILA

EL MAPA
CRIMINAL

EN Prologo de Ledn Valencio ———

COLOMBIA

La nueva ola de violencia y la paz total





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila6.jpg
54019

518.003
545073

il

564168

284

391130
333825

1997
1998
1999

2000

2001

2002

2003 |

2004

2005

2006 1

2007
2008

2009

2000

2001

2012

2013





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila5.jpg
‘© puerto Santander

Argelo
. o Tz

Betonio - COCerS o gy

.
Cudod Bolvar eI Calrp

SIING  guug elih
-Am-umn.m” @ ElTambo o (3 ® Uilbe
Recis fiag SEO g g SnlosedeUe
Tasa de homicidios
nociono!

5 0 5 20 75





OEBPS/Images/Fig_26__Expansio_n_y_presencia_general_d.jpg
100 0 100 200 300 400km
———

[0 Municpio antiguo control ce las FARC
B Presencia ELN en intiguo control de las FARC






OEBPS/Images/GraficasArielA_vila11.jpg
1228

S0z
10z
€10z
aoz
10z
0l0z
6002
800
ooz
9002
5002
002
€00z
a0z
100z
000
6661
8661
L6l





OEBPS/Images/Fig_23__Presencia_de_mineria_ilegal_de_o.jpg





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila10.jpg
9

2016 217 2018 2019 2020





OEBPS/Images/Fig_22__Presencia_de_cultivos_de_coca_en.jpg
I co






OEBPS/Images/GraficasArielA_vila1.jpg
12130 11880
153 1313 104

3748

2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila3.jpg
Total

Mujer

Hombre

50

1000 1500

200 2500 300

1 Enero- Abril 2021

I Enero- Abiil 2020

3500

4000





OEBPS/Images/Fig_21__Nivel_de_vulnerabilidad_de_los_m.jpg
100 0 100 200 300 400km

Nivel de vulnerabiidad en el posconficto
] Medio alto (104 municipios)  [lll Alto (85 municipios)  [Ill Extremo (87 municipios)






OEBPS/Images/GraficasArielA_vila.jpg
28534

21685

0971
1998

1999

T EETE Y T
S SgS8888s88&8&s8eg¢a
SN2 8 S ~ ~





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila9.jpg
1998
1999
2000
2000
2002
2003
2004
2005
2006
2000
2008
2009
200
201
2012
2013
2014
2005





OEBPS/Images/Fig_28__Presencia_de_disidencias_de_las_.jpg





OEBPS/Images/Fig_27__Expansio_n_y_presencia_general_d.jpg





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila12.jpg
1oz

¥z
€10z
a0z
1oz

00z
6002
8002
o0z
9002
5002
002
€002
2002
1002
0002
6661
8661

166l

I civil [ Fuerzo piblico






OEBPS/Images/cubierta.jpg
——ARIEL AVILA

EL MAPA
CRIMINAL

EN Prologo de Ledn Valencio

CUI.UMBIA






OEBPS/Images/Mapa_66_-_242_municipios_con_presencia_d.jpg





OEBPS/Images/Mapa_65_-_242_municipios_con_presencia_d.jpg





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila14.jpg
sioz
oz
€10z
aoz
10z

oi0z
600
8002
ooz
9002
5002
0z
€002
200
100z
0002
6661

866l

1661





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila13.jpg
9
8
t5
2 L]
k] 2
il

206

217

2018

2019

I civil [ Fuerzo piblico

2020





OEBPS/Images/Fig_3__Diferencia_entre_tasas_de_homicid.jpg





OEBPS/Misc/page-template.xpgt
 

   

     
	 
    

     
	 
    

     
	 
    

     
         
             
             
             
        
    

  





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila17.jpg
33,

2016 2017 2018 2019 2020





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila16.jpg
ouwjop
00ND) [3p BIDA
olpuing

ofowmng
Japuojung ap 3LON
OULON

Ut

Dugjopbon

wfong o1

DI

0304
DoJpwoupuny
10s8)

0ono)

Dianbny

niofiog

oanupy

nonoly

Dinbopuy





OEBPS/Images/GraficasArielA_vila15.jpg
2016 2017 2018 2019 2020





